
	

	
	
	
  

 

La regla básica para el reparto de las facultades entre los Estados y la Federación la 

encontramos en el artículo 124 constitucional, el cual establece que las facultades que 

no están expresamente concedidas a los funcionarios federales se entienden 

reservadas a los Estados o a la Ciudad de México, en los ámbitos de sus respectivas 

competencias. 

 

Otro elemento que ayuda a deslindar la competencia legislativa de los Congresos 

Locales es lo dispuesto por el artículo 40 constitucional, en el sentido de que la 

federación se integra por estados libres y soberanos en lo concerniente a su régimen 

interior, siempre y cuando no se trate de una materia expresamente conferida a la 

federación, como es el caso del comercio, o se encuentre en alguno de los supuestos 

de los artículos 117 y 118 constitucional. 

 

Además, el artículo 115 constitucional proporciona otros elementos que pueden 

auxiliar en la tarea de determinar la competencia legislativa de las entidades 

federativas, así como otorgar a los estados la gestión administrativa de los servicios 

públicos. Sin embargo, podemos observar que esto solo faculta la gestión 

administrativa, mas no la facultad de legislar sobre estos, no obstante, los Congresos 

locales pueden facultar para tales efectos a los municipios con base a la fracción II del 

artículo 115 constitucional. 

 

Con lo anterior se establece la autonomía municipal, los que faculta a los municipios 

la potestad de llevar por sí mismos la gestión ambiental en los asuntos que son de su 

competencia. Asimismo en la fracción V del artículo 115 se dispone que los municipios 

en términos de las leyes federales y estatales relativas, estarán facultados para 

formular, aprobar y administrar la zonificación y planes de desarrollo urbano municipal, 

participar en la creación y administración de sus reservas territoriales, controlar y 
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vigilar la utilización del suelo en sus jurisdicciones territoriales, intervenir en la 

regulación de la tenencia de la tierra urbana, otorgar licencias y permisos para la 

construcción y participar en la creación de reservas ecológicas.  

 

Para complementar lo anterior, el artículo 27 constitucional menciona que para tal 

conformidad los estados podrán expedir los reglamentos y disposiciones 

administrativas que fueren necesarios. 

 

Las Entidades Federativas deben trabajar en coordinación con las autoridades 

federales, tales como la SEMARNAT o la PROFEPA, para garantizar la protección 

adecuada del medio ambiente. 

 

Además, la Ley General de Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente establece 

en su artículo 7 lo siguiente:  

 

ARTÍCULO 7o.- Corresponden a los Estados, de conformidad con lo dispuesto en 

esta Ley y las leyes locales en la materia, las siguientes facultades: 

 

I.- La formulación, conducción y evaluación de la política ambiental estatal; 

II.- La aplicación de los instrumentos de política ambiental previstos en las leyes 

locales en la materia, así como la preservación y restauración del equilibrio ecológico 

y la protección al ambiente que se realice en bienes y zonas de jurisdicción estatal, en 

las materias que no estén expresamente atribuidas a la Federación; 

III.- La prevención y control de la contaminación atmosférica generada por fuentes 

fijas que funcionen como establecimientos industriales, así como por fuentes móviles, 

que conforme a lo establecido en esta Ley no sean de competencia Federal; 

IV.- La regulación de actividades que no sean consideradas altamente riesgosas para 

el ambiente, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 149 de la presente Ley; 

V.- El establecimiento, regulación, administración y vigilancia de las áreas naturales 

protegidas previstas en la legislación local, con la participación de los gobiernos 

municipales; 



	

VI.- La regulación de los sistemas de recolección, transporte, almacenamiento, 

manejo, tratamiento y disposición final de los residuos sólidos e industriales que no 

estén considerados como peligrosos de conformidad con lo dispuesto por el artículo 

137 de la presente Ley; 

VII.- La prevención y el control de la contaminación generada por la emisión de ruido, 

vibraciones, energía térmica, lumínica, radiaciones electromagnéticas y olores 

perjudiciales al equilibrio ecológico o al ambiente, proveniente de fuentes fijas que 

funcionen como establecimientos industriales, así como, en su caso, de fuentes 

móviles que conforme a lo establecido en esta Ley no sean de competencia Federal; 

VIII.- La regulación del aprovechamiento sustentable y la prevención y control de la 

contaminación de las aguas de jurisdicción estatal; así como de las aguas nacionales 

que tengan asignadas; 

IX.- La formulación, expedición y ejecución de los programas de ordenamiento 

ecológico del territorio a que se refiere el artículo 20 BIS 2 de esta Ley, con la 

participación de los municipios respectivos; 

X.- La prevención y el control de la contaminación generada por el aprovechamiento 

de las sustancias no reservadas a la Federación, que constituyan depósitos de 

naturaleza similar a los componentes de los terrenos, tales como rocas o productos 

de su descomposición que sólo puedan utilizarse para la fabricación de materiales 

para la construcción u ornamento de obras; 

XI.- La atención de los asuntos que afecten el equilibrio ecológico o el ambiente de 

dos o más municipios; 

XII.- La participación en emergencias y contingencias ambientales, conforme a las 

políticas y programas de protección civil que al efecto se establezcan; 

XIII.- La vigilancia del cumplimiento de las normas oficiales mexicanas expedidas por 

la Federación, en las materias y supuestos a que se refieren las fracciones III, VI y VII 

de este artículo; 

XIV.- La conducción de la política estatal de información y difusión en materia 

ambiental; 

XV.- La promoción de la participación de la sociedad en materia ambiental, de 

conformidad con lo dispuesto en esta Ley; 



	

XVI.- La evaluación del impacto ambiental de las obras o actividades que no se 

encuentren expresamente reservadas a la Federación, por la presente Ley y, en su 

caso, la expedición de las autorizaciones correspondientes, de conformidad con lo 

dispuesto por el artículo 35 BIS 2 de la presente Ley; 

XVII.- El ejercicio de las funciones que en materia de preservación del equilibrio 

ecológico y protección al ambiente les transfiera la Federación, conforme a lo 

dispuesto en el artículo 11 de este ordenamiento; 

XVIII.- La formulación, ejecución y evaluación del programa estatal de protección al 

ambiente; 

XIX.- La emisión de recomendaciones a las autoridades competentes en materia 

ambiental, con el propósito de promover el cumplimiento de la legislación ambiental; 

XX.- La atención coordinada con la Federación de asuntos que afecten el equilibrio 

ecológico de dos o más Entidades Federativas, cuando así lo consideren conveniente 

las Entidades Federativas respectivas; 

XXI.- La formulación y ejecución de acciones de mitigación y adaptación al cambio 

climático, y 

XXII.- La atención de los demás asuntos que en materia de preservación del equilibrio 

ecológico y protección al ambiente les conceda esta Ley u otros ordenamientos en 

concordancia con ella y que no estén otorgados expresamente a la Federación. 
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